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Recurso especial en materia de contratación.- 
Expte. recurrido: 134SE/2024 
Expte 16-2483/2024 REMC 
 
 
Examinado el recurso especial en materia de contratación presentado por  Dª SILVIA 

SEVILLANO TRIPERO, Letrada, el día 21 de noviembre de 2024 en nombre y representación de 
CONFEDERACIÓN SINDICAL DE COMISIONES OBRERAS, al amparo de lo previsto en el artículo 
44 y ss de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre de contratos del sector público, por la que se 
transponen al ordenamiento jurídico español las directivas del parlamento europeo y del 
consejo 2014/237UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014  (en adelante LCSP), contra el 
anuncio de licitación y los pliegos aprobados por acuerdo adoptado por la Junta de Gobierno 
Local en Sesión de 25 de octubre de 2024, acuerdo número 1169 por el que se prestaba 
aprobación a  los pliegos del expediente relativo al procedimiento abierto para adjudicar el 
contrato de servicios de conservación de los espacios verdes y arbolado urbano del municipio 
de Granada (2 Lotes) y se disponía la apertura procedimiento de adjudicación, se dicta la 
presente RESOLUCIÓN que se basa en los siguientes: 

 
ANTECEDENTES DE HECHO: 

 
PRIMERO.- La Junta de Gobierno Local en su sesión ordinaria de fecha 25 de octubre de 

2024 adoptó acuerdo núm. 1168 aprobando el expediente de contratación relativo al 
procedimiento abierto para adjudicar el CONTRATO DE SERVICIOS DE CONSERVACIÓN DE LOS 
ESPACIOS VERDES Y ARBOLADO URBANO DEL MUNICIPIO DE GRANADA (2 LOTES), 
disponiendo la apertura del procedimiento de adjudicación. 

 
El anuncio de licitación y el anuncio de publicación de pliegos fueron publicados en la 

Plataforma de Contratación del Sector Público el 30 de octubre de 2024. 
 
SEGUNDO.- Habiendo finalizado el plazo de presentación de proposiciones el día 18 de 

noviembre de 2024, han presentado oferta en el citado procedimiento las siguientes 
licitadoras: 

 
- EULEN, SA (LOTE 1 Y 2) 
- UTE ACANTHUS-EMSA (LOTE 1) 
ACANTHUS SERVICIOS SOSTENIBLES, SL 
- UTE AMBITEC SERVICIOS AMBIENTALES S.A.U- ACSA OBRAS E INFRAESTRUCTURAS, 

SAU (LOTE 1) 
- UTE ECOFILIA, SA-LANTANIA, SAU (LOTE 1 Y 2) ECOFILIA, SA 
- TALHER, SA (LOTE 2) 
 
TERCERO.- Con fecha 22 de noviembre de 2024, la mesa de contratación procede a la 

apertura del archivo electrónico 1 “Documentación administrativa” y del archivo electrónico 2 
“Criterios ponderables en función de un juicio de valor”, calificando como admitidas 
provisionalmente las proposiciones presentadas por las mercantiles siguientes:  
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- UTE AMBITEC SERVICIOS AMBIENTALES S.A.U- ACSA OBRAS E INFRAESTRUCTURAS 
- UTE ECOFILIA SA – LANTANIA 
 
Efectuado requerimiento de subsanación y transcurrido el plazo otorgado, ambas 

licitadoras son admitidas por la mesa de contratación en su sesión de fecha 29 de noviembre 
de 2024, habiéndose remitido la documentación incluida en el archivo electrónico 2 al área 
gestora,   con el fin de que los Servicios Técnicos emitan el correspondiente informe de 
valoración. 

 
CUARTO.- Con fecha 2 de diciembre de 2024 el Titular del Tribunal Administrativo de 

Contratos Públicos de Granada remite resolución dictada en la misma fecha por la que admite 
el recurso especial en materia de contratación interpuesto por la CONFEDERACIÓN SINDICAL 
DE CCOO, con fecha 21 de noviembre de 2024, contra el anuncio de licitación y los pliegos 
aprobados por acuerdo de la Junta de Gobierno Local en sesión de 25 de octubre de 2024, 
acuerdo número 1168, por el que se aprobaba el expediente de contratación número 
134SE/2024, relativo al CONTRATO DE SERVICIOS DE CONSERVACIÓN DE LOS ESPACIOS 
VERDES Y ARBOLADO URBANO DEL MUNICIPIO DE GRANADA (2 LOTES), y se disponía la 
apertura del procedimiento de adjudicación (Expediente de Contratación 134SE/2024), 
acuerda la suspensión del procedimiento y se solicita la emisión de informe. 

 
 
A los anteriores elementos fácticos, le son de aplicación los siguientes 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

1.- Legitimación activa y pasiva. - 
 
La ostentan la recurrente, al amparo del artículo 48 LCSP y 44, 2, c) del mismo texto legal 

y en función del os argumentos vertidos en el apartado primero del análisis de las alegaciones 
y este Tribunal al amparo de lo previsto en el artículo 1 de su Reglamento, publicado en el BOP 
número 125 de cuatro de julio de dos mil diecisiete.  

 
2.- Resumen del recurso.- 
 
El recurso se fundamenta en primer lugar, en la contravención del Convenio Colectivo de 

aplicación  por causa del objeto del contrato ya que este se refiere según el anexo I, artículo 27 
a la subrogación del personal y por otra parte el Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares 
en su apartado 2.9.1 determina la exigencia de traslado al vertedero de los residuos, así como 
retirada de enseres generados por la indigencia u otras causas y la recogida diaria de 
excrementos caninos en zonas de paseo y estancia, así como en las áreas de expansión canina 
que se encuentren dentro de estos recintos. 

 
A este respecto, señala que “de mantenerse en los pliegos la información facilitada por 

el Ayuntamiento en los términos en los que se ha publicado, pudieran derivarse 

incumplimientos empresariales al no haberse reconocido los salarios reales que ostentan los 

trabajadores, y que aumentan de forma significativa la masa salarial.” 

 

A su juicio, los pliegos no garantizan la subrogación de los trabajadores en las mismas 
condiciones que ostenta ahora ni sus derechos vulnerando el artículo 201 LCSP, el Convenio 
Estatal de Jardinería y la legislación laboral. 
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Efectivamente, empezando por el objeto del contrato, este se corresponde con los 
servicios de conservación de los espacios verdes y arbolado urbano del municipio de Granada 
en los términos establecidos en el pliego de prescripciones técnicas. Su CPV es 77310000 y 
77311000. Por su parte, el objeto según el PPT es “fijar las bases para la Conservación y 

Mantenimiento de los espacios verdes y del arbolado urbano, llevando a cabo todas aquellas 

técnicas jardineras encaminadas a que la traza y disposición de cada uno de los elementos del 

jardín perduren y se consoliden en el tiempo tal cual fueron concebidos, además de contribuir 

al embellecimiento y mejora del valor botánico y ornamental de los elementos que lo integran, 

considerando el uso público previsto.  

 
Los espacios verdes objeto de conservación y mantenimiento son los parques urbanos, 

zonas ajardinadas (zonas interbloques, plazas, etc.), arbolado viario (incluyendo palmeras en 

alineación), jardineras, estructuras florales, arbolado en colegios públicos, espacios verdes 

viarios (medianas, taludes, bulevares y rotondas), jardinería efímera, parques periurbanos y 

demás zonas municipales dotadas y habilitadas como espacios verdes. La naturaleza y 

características de cada una de estos espacios verdes quedan descritas en el Anejo nº 1. 

“Tipología de los espacios verdes”.  De la lectura conjunta se deduce que el objeto del contrato 
es la conservación y mantenimiento de los espacios verdes y en ningún caso la retirada de 
enseres ni la limpieza de las zonas de expansión canina, áreas de juegos infantiles, aparatos de 
entrenamiento…, ya que el Convenio colectivo de aplicación solo recoge la limpieza en estos 
aspectos: 

 
1.- Limpieza de toda clase de árboles que realiza el podador, así como limpieza de sus 

utensilios de trabajo.  
2.- Limpieza y conservación del vehículo que tiene que hacer el conductor.  
3.- Recorte y limpieza de ramas que hace el jardinero.  
4.- Limpieza de jardines que hace el auxiliar de jardinería en zonas verdes. 
 
Por tanto el pliego no puede exigir a las empresas licitadoras que los trabajadores “que 

se van a subrogar realicen funciones que no les corresponden conforme al Convenio Colectivo, y 

que tampoco venían desempeñando hasta ahora, ya que además están dentro de otros 

Contratos públicos en ejecución” como por ejemplo el contrato de servicios de conservación de 
las áreas de juego infantiles, aparatos de entrenamiento para mayores, pistas de petanca, 
apartados para actividades deportivas, áreas de expansión caninas y bancos del Ayuntamiento 
de Granada cuyo objeto es “Mantener las áreas de juegos infantiles, aparatos de 

entrenamiento para mayores, pistas de petanca, aparatos para actividades deportivas, áreas 

de expansión canina y bancos, en perfectas condiciones de seguridad para los usuarios, 

garantizando la higiene y limpieza de los mismos”, o el contrato de limpieza pública viaria y 
recogida y transporte de los residuos del municipio de Granada. 

 
En segundo lugar se refiere a la exigencia de instalación de GPS en los vehículos con 

transmisión de la información a los Servicios Técnicos Municipales, puesto que según la 
recurrente vulneran los derechos de los trabajadores ya que al no expresar “el Ayuntamiento 

qué pretende con el control GPS, se faculta a la empresa para que ejerza un control sobre los 

trabajadores que está legalmente limitado”. Aparte, según la recurrente, el Ayuntamiento se 
excede de sus competencias  ya que no puede exigir esa cuestión al empresario por 
proscribirla el artículo 20 del Estatuto de los Trabajadores que exige la información a los 
trabajadores de ello con respeto a la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. 

Pag. 3 de 13



 
 

 
En tercer lugar y dentro de la subrogación, la recurrente afirma que dentro de los datos 

que informan de la subrogación, no se establece el horario, algo que sí que marca el convenio 
colectivo en su artículo 45, lo que “vulnera los derechos de los trabajadores en relación con la 

subrogación en las mismas condiciones, dejando al arbitrio de la adjudicataria la implantación 

del horario” ya que este viene recogido en el convenio y es de 7.30 a 14.30. 
 
Respecto de la formación, señala el pliego que la misma no es obligatoria, lo que vulnera 

el artículo 23 del Estatuto de los Trabajadores puesto que la formación es necesaria para la 
adaptación a las modificaciones que pueda operar el puesto de trabajo. 

 
Por lo que a las normas de prevención se refiere, algunas consideraciones del pliego 

vulneran a juicio de la recurrente  los derechos de los trabajadores. Concretamente se refiere a 
los medios de seguridad tales como arnés y línea de vida que según el pliego, y siempre en 
palabras del sindicato recurrente, “no deben quedar al arbitrio del encargado de los tajos, 

como señalan los pliegos, sino que se deben utilizar siempre que se acceda a zonas en desnivel 

o con riesgo de caída”. “Las líneas de vida deben ser instaladas por personal con acreditada 

experiencia y formación. En los pliegos, como hemos comprobado, nada más se menciona 

sobre las líneas de vida, y se dice que será el encargado el que determinará cuando se utiliza, y 

hará la revisión de los puntos de anclaje, cuando esta acción la debe de llevar a cabo personal 

con la formación adecuada en prevención de riesgos. El pliego deja en el aire la seguridad de 

los trabajadores en altura, y vulnera las disposiciones legales que hemos mencionado”. Aparte 
entre los medios de protección personal aparecen trajes de agua y botas para el tiempo 
lluvioso cuando estos trabajadores no prestan funciones cuando llueve. En caso de que se 
entreguen se modifican las condiciones de trabajo puesto que se les obliga a prestar servicios 
en condiciones en los que antes no lo hacían. “Los pliegos de los contratos públicos no son 

instrumentos de negociación colectiva y con ellos los órganos de contratación no pueden incluir 

cláusulas o condiciones laborales o sociales que puedan suponer una injerencia en las 

potestades de dirección y organización de los empresarios contratistas para con su personal, ni 

tampoco cláusulas que contravengan lo dispuesto en el Convenio Colectivo y normativa laboral 

de aplicación. Además, ya que estamos ante un contrato, en el que tiene lugar la figura de la 

subrogación laboral y la preservación de los derechos adquiridos por el personal adscrito a la 

prestación del servicio” y aporta para su argumentación sendas resoluciones del Tribunal 
Catalán de Contratos del Sector Público (48/2016) y del Tribunal Central de Recursos 
Contractuales  (355/2017). 

 

Finalmente, argumenta que la información aportada por el Ayuntamiento vulnera lo 
señalado en el artículo 130 LCSP ya que ni aparece el horario ni las funciones, “por tanto, las 

circunstancias del personal no quedan suficientemente determinadas ni claras, y no son 

adecuados para la licitación que se va a producir, vulnerando con ello lo dispuesto en el 

Convenio Colectivo y en el art. 130 LCSP.” 

 

También se incluye a una trabajadora que es personal directivo de la actual adjudicataria 
y que quedaría fuera de la subrogación. 

 
3- Informe de la Dirección General.-  
 
En su informe, la Dirección General de Contratación expone que respecto del programa 

de limpieza de los espacios verdes, “La limpieza y recogida de residuos que por cualquier 

motivo hayan alcanzado el interior de una zona ajardinada forma parte del nivel de 

embellecimiento y ornamental del espacio ajardinado…por lo que deben ser retirados de su 

interior para alcanzar dicho objetivo.” Efectivamente hay otros pliegos que recogen 
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actuaciones similares pero quedan definidos las competencias propias y los espacios.  Según el 
servicio de mantenimiento “Los trabajos definidos en el actual PPT ya formaban parte de los 

pliegos anteriores y actuales en vigor de conservación de jardines del municipio de Granada, 

llevándose a cabo por los distintos adjudicatarios hasta la fecha.” 

 

Respecto del GPS en los vehículos, su objetivo es el control de los medios asociados a la 
cuota de conservación abonada al adjudicatario estando ajustado a la normativa de 
protección. 

 
Respecto del listado de personal a subrogar, los datos se ajustan a lo indicado en el 

artículo 130 LCSP. 
 
En cuanto al plan de formación, el mismo es voluntario y por ello “Es por ello que se 

incluye en los criterios de valoración que se aporte las materias relacionadas con el objeto del 

contrato en las que versará su propuesta formativa (para identificar su idoneidad), y el tiempo 

que se dedicará a ello por miembro de la plantilla (valorando positivamente el cómputo 

ofertado), y dado que es opcional para el trabajador/a se tiene en cuenta la media entre los 

miembros, para que en el caso que alguien no desee participar sea aprovechado por otras 

personas que consideren ampliar su cuota individual.” 

 

Por lo que a la Prevención de riesgos laborales comporta, la normativa a seguir viene 
contemplada en el anejo 9, revisado y controlado por la Coordinación de Seguridad y Salud, 
pudiendo ser modificado y completado durante la ejecución del contrato “si así se considerara 

necesario para cumplir con el objetivo de la prevención del riesgo, utilizando en cada caso los 

equipos y medidas de protección y seguridad que sean precisas”. 

 

Respecto de la subrogación del personal de la plantilla actual de trabajadores, los 
listados que aparecen y los datos que en ellos se contienen son responsabilidad de la actual 
adjudicataria, la cual debe responder de la veracidad de los mismos, “entendiendo que en el 
proceso de subrogación entre empresas corresponde formalizar individualmente el traspaso 
de la plantilla, ajustados a derecho”, sin que el Servicio conozca las condiciones contractuales 
del personal y si corresponde o no subrogación. Además, el coste económico de la plantilla se 
adjunta en el estudio económico anexo al PTT y contempla lo estipulado en el convenio estatal 
vigente así como los acuerdos particulares facilitados por las empresas actuales de 
conservación de jardines. 

 
 Además de lo anterior, el informe determina respecto de los defectos en la 

determinación de los trabajos a realizar y condiciones del os mismos, que vulneran las normas 
de aplicación a la relación laboral, que el recurso en realidad mezcla diversas cuestiones que 
son analizadas en el informe de los Servicios técnicos de Mantenimiento que se incorpora a su 
informe, de modo que a lo señalado por tal informe se remite. 

 
Respecto de la cuestión da la instalación de GPS, la Dirección General advierte que “el 

recurrente en realidad se limita a recordar la necesidad de que el mismo se ajuste a la 

legalidad, pero sin indicar ningún incumplimiento en lo dispuesto en los pliegos”. 
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De la misma forma, el informe reitera en lo relativo la plan de formación y la normativa 
de prevención de riesgos laborales lo señalado en el informe de los Servicios Técnicos de 
Mantenimiento. 

 
“En cuanto al incumplimiento de las condiciones laborales contempladas en el convenio 

colectivo de aplicación, entre ellas el horario, señalar que la entidad recurrente confunde el 

derecho del personal a subrogar a que la misma se efectúe manteniendo sus condiciones 

laborales, con la imposibilidad del órgano de contratación de definir las condiciones concretas 

del contrato que se licite, en función de las necesidades de la Administración contratante, es 

decir, el órgano de contratación dispone de discrecionalidad a la hora de definir las 

prestaciones objeto del contrato, la cual debe ser respetada, siempre y cuando no se 

conculquen los principios de competencia, libre acceso a las licitaciones e igualdad y no 

discriminación”, y acompaña su argumentación con la resolución del Tribunal Administrativo 
de Contratos Públicos de Navarra en el acuerdo 113/2021 y Resolución del Tribunal 
Administrativo Central de Recursos Contractuales 722/2019. 

 
Sobre la improcedencia de la lista de trabajadores subrogables presentada que contiene 

según la recurrente errores, así como presencia de trabajadores directivos que no forman 
parte de la plantilla de la empresa saliente, con base en el informe de la Junta Consultiva de 
Contratación Pública del Estado 24/20, entiende que el órgano de contratación ha cumplido 
con la obligación que le impone el artículo 130 LCSP y aporta como argumento la resolución 
del Tribunal Administrativa Central de Recursos Contractuales 353/2020, finalizando el informe 
con la solicitud de desestimación del recurso.- 

 
4.- Análisis de las alegaciones.- 
 
Entrando ya en el análisis de las alegaciones y siendo un Sindicato el recurrente, 

conviene hacer mención a la admisibilidad del recurso y la legitimidad del Sindicato para la 
interposición  del mismo. 

 
1.- Comenzando por la segunda de las cuestiones, señalar que el artículo 48 LCSP, tras 

expone en el primer párrafo la legitimidad de aquellos interesados con derechos o intereses 
legítimos en la resolución, admite también la legitimidad de las Asociaciones sindicales sin bien 
limitados a “cuando de las actuaciones o decisiones recurribles pudiera deducirse 

fundadamente que estas implican que en el proceso de ejecución del contrato se incumplan por 

el empresario las obligaciones sociales o laborales respecto de los trabajadores que participen 

en la realización de la prestación”.  Es decir que no existe una libertad absoluta equivalente a 
la acción pública contenida en otros ámbitos de la actividad pública, sino que se hace preciso 
analizar cuando está presente dentro de los aspectos recurridos ese interés respecto del 
posible incumplimiento de las obligaciones sociales o laborales y cuando no, ya que en un caso 
se estará legitimado para su interposición y en otro caso no lo estará. 

 
En ese sentido, cabe afirmar con base en la resolución  del Tribunal Administrativo 

Central de Recursos contractuales 1563/2023, de 1 de diciembre, que “…la legitimación de las 

organizaciones sindicales se circunscribe a la impugnación de aquellas actuaciones o decisiones 

recurribles que puedan suponer un incumplimiento de las obligaciones sociales o laborales 

respecto de los trabajadores que participen en la ejecución del contrato.”. Así mismo, la 

resolución 554/2020 del mismo Tribunal Administrativo, afirmaba que “…el TRLCSP reconoce 

legitimación activa para la interposición del recurso a toda persona física o jurídica cuyos 

derechos o intereses legítimos se hayan visto perjudicados o puedan resultar afectados por las 

decisiones objeto de recurso…la legitimatio ad causam de la parte recurrente viene 

determinada por la invocación en el proceso de la titularidad de un derecho o interés legítimo 
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que suponga una relación material entre el sujeto y el objeto de la pretensión, de manera que 

la estimación del recurso produzca un beneficio o la eliminación de un perjuicio que no 

necesariamente ha de revestir un contenido patrimonial. Esta ventaja ha de ser concreta y 

efectiva. 

 

Así, el Tribunal Supremo ha insistido en que ‘la relación unívoca entre el sujeto y el objeto 

de la pretensión (acto impugnado), con la que se define la legitimación activa, comporta el que 

su anulación produzca de modo inmediato un efecto positivo (beneficio) o evitación de un 

efecto negativo (perjuicio) actual o futuro, pero cierto (sentencia de este Tribunal Supremo de 1 

de octubre de 1.990), y presupone, por tanto, que la resolución administrativa pueda 

repercutir, directa o indirectamente, pero de modo efectivo y acreditado, es decir, no 

meramente hipotético, potencial y futuro, en la correspondiente esfera jurídica de quien alega 

su legitimación, y, en todo caso, ha de ser cierto y concreto, sin que baste, por tanto, su mera 

invocación abstracta y general o la mera posibilidad de su acaecimiento. 

 

La STC 148/2014, de 22 de septiembre, reitera que: ‘En relación con la legitimación de los 

sindicatos, en la STC 202/2007, de 24 de septiembre, sistematizando nuestra doctrina, 

recordamos que ha de partirse de “un reconocimiento abstracto o general de la legitimación de 

los sindicatos para impugnar ante los órganos del orden jurisdiccional contencioso 

administrativo decisiones que afecten a los trabajadores, funcionarios públicos y personal 

estatutario. Así, hemos dicho que los sindicatos desempeñan, tanto por el reconocimiento 

expreso de la Constitución (arts. 7 y 28) como por obra de los tratados internacionales suscritos 

por España en la materia, una función genérica de representación y defensa de los intereses de 

los trabajadores que no descansa sólo en el vínculo de la afiliación, sino en la propia naturaleza 

sindical del grupo. 

 

No obstante señalábamos que venimos exigiendo que esta genérica legitimación 

abstracta o general de los sindicatos tenga una proyección particular sobre el objeto de los 

recursos que entablen ante los Tribunales mediante un vínculo o conexión entre la organización 

que acciona y la pretensión ejercitada, pues, como se dijo en la STC 210/1994, de 11 de julio, FJ 

4, la función constitucionalmente atribuida a los sindicatos no alcanza a transformarlos en 

guardianes abstractos de la legalidad, cualesquiera que sean las circunstancias en que ésta 

pretenda hacerse valer. La conclusión es que la legitimación procesal del sindicato en el orden 

jurisdiccional contencioso-administrativo se ha de localizar en la noción de interés profesional o 

económico; concepto este que ha de entenderse referido en todo caso a un interés en sentido 

propio, cualificado o específico, y que doctrinal y jurisprudencialmente viene identificado en la 

obtención de un beneficio o la desaparición de un perjuicio en el supuesto de que prospere la 

acción intentada, y que no necesariamente ha de revestir un contenido patrimonial. Esto es, 

tiene que existir un vínculo especial y concreto entre el sindicato (sus fines, su actividad, etc.) y 

el objeto del debate en el pleito de que se trate (SSTC 7/2001, de 15 de enero, FJ 5; y 24/2001, 

de 29 de enero, FJ 5”.   
 
Esta doctrina se contiene igualmente en las Resoluciones del Tribunal Administrativo 

Central de Recursos Contractuales 948/2018, 1050/2018, 134/2022, 537/2022 o 1228/2023, 
resoluciones todas ellas que forman un legalis corpus suficientemente sólido como para 
proceder al análisis de las distintas alegaciones formuladas en el presente recurso a fin de 
concretar su alcance, y en ese sentido podemos afirmar que de las alegaciones formuladas en 
el recurso, las relativas a la instalación de GPS en los vehículos y a la afirmación de la 
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incorrección de la inclusión en el listado de personal a subrogar de personal directivo, no 
encuentran amparo en la legitimidad del sindicato al no “existir un vínculo especial y concreto 

entre el sindicato (sus fines, su actividad, etc.) y el objeto del debate en el pleito de que se trate 

(SSTC 7/2001, de 15 de enero, FJ 5; y 24/2001, de 29 de enero, FJ 5”, el primero por tratarse de 
cuestiones de pura legalidad abstracta y referida a un futurible dictaminado de modo subjetivo 
a fin de revestirlo de contravención laboral y la segunda por venir referido a un trabajador 
concreto, algo que exceptúa la capacidad del Sindicato que debe venir referida a cuestiones 
más generales. 

 
Efectuado así el ámbito de la presente resolución podemos ya iniciar el examen de las 

alegaciones, en el mismo orden en el que las verifica el Sindicato en su recurso. 
 
2.- El primer motivo de impugnación se basa en eI objeto del contrato, ya que  según 

CC.OO, este se refiere según el anexo I, artículo 27 a la subrogación del personal y por otra 
parte el Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares en su apartado 2.9.1 determina la 
exigencia de traslado al vertedero de los residuos, así como retirada de enseres generados por 
la indigencia u otras causas y la recogida diaria de excrementos caninos en zonas de paseo y 
estancia, así como en las áreas de expansión canina que se encuentren dentro de estos 
recintos, siendo que el Convenio Estatal de Jardinería no recoge el objeto del contrato, de 
modo que concluye que “de mantenerse en los pliegos la información facilitada por el 

Ayuntamiento en los términos en los que se ha publicado, pudieran derivarse incumplimientos 

empresariales al no haberse reconocido los salarios reales que ostentan los trabajadores, y que 

aumentan de forma significativa la masa salarial.” 

 

A su juicio, los pliegos no garantizan la subrogación de los trabajadores en las mismas 
condiciones que ostenta ahora ni sus derechos vulnerando el artículo 201 LCSP, el Convenio 
Estatal de Jardinería y la legislación laboral ya que el Convenio colectivo de aplicación solo 
recoge la limpieza en estos aspectos: 

 
1.- Limpieza de toda clase de árboles que realiza el podador, así como limpieza de sus 

utensilios de trabajo.  
2.- Limpieza y conservación del vehículo que tiene que hacer el conductor.  
3.- Recorte y limpieza de ramas que hace el jardinero.  
4.- Limpieza de jardines que hace el auxiliar de jardinería en zonas verdes. 
 
Por tanto el pliego no puede exigir a las empresas licitadoras que los trabajadores “que 

se van a subrogar realicen funciones que no les corresponden conforme al Convenio Colectivo, y 

que tampoco venían desempeñando hasta ahora, ya que además están dentro de otros 

Contratos públicos en ejecución” como por ejemplo el contrato de servicios de conservación de 
las áreas de juego infantiles, aparatos de entrenamiento para mayores, pistas de petanca, 
apartados para actividades deportivas, áreas de expansión caninas y bancos del Ayuntamiento 
de Granada cuyo objeto es “Mantener las áreas de juegos infantiles, aparatos de 

entrenamiento para mayores, pistas de petanca, aparatos para actividades deportivas, áreas 

de expansión canina y bancos, en perfectas condiciones de seguridad para los usuarios, 

garantizando la higiene y limpieza de los mismos”, o el contrato de limpieza pública viaria y 
recogida y transporte de los residuos del municipio de Granada. 

 
Sobre esta cuestión, debe precisarse dos afirmaciones, la primera de las cuales es la 

facultad que asiste a la Administración para la delimitación del objeto del contrato. La segunda 
que, como afirma el Sindicato recurrente, se hayan vulnerado las prescripciones del Convenio 
respecto del trabajo a desarrollar por el personal. 
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En ese sentido, es doctrina consolidada por parte del Tribunal Administrativo Central de 
Recursos Contractuales en  resoluciones como la 584/2014, 991/2015, 180/2020, 1217/2020, 
812/2022, 1567/2023 o 1247/2024, que el objeto de contrato queda a la competencia 
discrecional del órgano de contratación con las condiciones de certeza y determinación que 
exige con rotundidad el artículo 99 LCSP, sin que pueda quedar en exclusiva de conformidad 
con el convenio aplicable puesto que entonces, el órgano de contratación quedaría sin libertad 
para la configuración de las necesidades que requiere la prestación de los distintos servicios 
públicos, ya que se sustraería esa competencia a la Administración siendo como es la libertad 
de definición de prestación ínsita al actuar de la Administración, que desempeña un papel de 
servicio de los intereses generales con arreglo al elenco de principio que el ordenamiento 
jurídico determina de acuerdo al artículo 103 de la Constitución. 

 
Piénsese que el artículo 99 LCSP solo exige que el objeto sea determinado y añade que 

además que “se podrá definir en atención a las necesidades o funcionalidades concretas que se 

pretenden satisfacer, sin cerrar el objeto del contrato a una solución única”, a lo que hay que 
añadir como elemento de vital importancia en el expediente el informe de necesidades. Dicho 
informe se recoge en el artículo 28.1 LCSP y en él se halla la proscripción de que “las entidades 

del sector público no podrán celebrar otros contratos que aquellos que sean necesarios para el 

cumplimiento y realización de sus fines institucionales. A tal efecto, la naturaleza y extensión 

de las necesidades que pretenden cubrirse mediante el contrato proyectado, así como la 

idoneidad de su objeto y contenido para satisfacerlas, cuando se adjudique por un 

procedimiento abierto, restringido o negociado sin publicidad, deben ser determinadas con 

precisión, dejando constancia de ello en la documentación preparatoria, antes de iniciar el 

procedimiento encaminado a su adjudicación”. 

 

La Resolución 8122/2022 TACRC, (con cita de la 362/2022, de 17 de marzo), lo explica 
muy bien al señalar que “en primer lugar, ha de partirse de la premisa de que es el órgano de 

contratación el que, conocedor de las necesidades administrativas que demanda la 

Administración y sabedor también del mejor modo de satisfacerlas, debe configurar el objeto 

del contrato atendiendo a esos parámetros, sin que esta discrecionalidad en la conformación 

de la prestación a contratar pueda ser sustituida por la voluntad de los licitadores y sin que la 

mayor o menor apertura a la competencia de un determinado procedimiento de adjudicación 

tenga que suponer en sí misma una infracción de los principios de competencia, libre acceso a 

las licitaciones e igualdad y no discriminación, cuando encuentra su fundamento en las 

necesidades o fines a satisfacer mediante la contratación de que se trate”, añadiendo además 
que “el contrato debe ajustarse a los objetivos que la Administración contratante persigue para 

la consecución de sus fines, correspondiendo a ésta apreciar las necesidades a satisfacer con el 

contrato y siendo la determinación del objeto del contrato una facultad discrecional de la 

misma, sometida a la justificación de la necesidad de la contratación y a las limitaciones de los 

artículos 28 y 99 de la LCSP. Y no deben olvidarse las amplias facultades de que goza el órgano 

de contratación a la hora de la determinación y conformación del objeto contractual, gozando 

de un amplio margen de discrecionalidad para determinar los requisitos técnicos de la 

prestación que se pretende contratar. En definitiva, el órgano de contratación es libre de 

determinar el objeto contractual y qué requisitos técnicos han de ser cumplidos por los 

licitadores, determinaciones que, entran dentro de su grado de discrecionalidad.” 

 

Pero es que además, tampoco es cierto en su totalidad que el Convenio Colectivo limite 
a las cuatro funciones  antes señaladas en el resumen del recurso las relativas al personal de 
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jardinería, de limpieza ya que el convenio incluye diversas categorías laborales. Y así 
encontramos que el artículo 10 del Convenio Estatal determina que “el personal estará 

encuadrado atendiendo a las funciones que ejecuta en la empresa en alguno de los siguientes 

grupos profesionales: Técnico, Administrativo, Manuales u Oficios varios. Cada grupo 

profesional comprende los subgrupos profesionales (de ahora en adelante denominados 

«subgrupos»), que para cada uno de ellos se especifican.” Disponiendo en su artículo 10, c), 4, 

que el jardinero/a: “Es aquella persona trabajadora que se dedica a funciones concretas y 

determinadas que sin dominar propiamente el oficio, exigen práctica y especial habilidad, así 

como atención en los trabajos a realizar. Deberá tener conocimiento o práctica, como mínimo 

de las operaciones que a continuación se describen y no tan solo de una de ellas: 

 

– Desfonde, cavado y escarda a máquina. 

– Preparación de tierras y abonos. 

– Arranque, embalaje y transporte de plantas. 

– Plantación de cualquier especie de elemento vegetal. 

– Recorte y limpieza de ramas y frutos. 

– Poda, aclarado y recorte de arbustos. 

– Preparación de insecticidas y anticriptogámicos y su empleo. 

– Protección y entutoraje de árboles, arbustos y trepadoras, etc. 

– Utilizar y conducir tractores, maquinaria y vehículos con permiso de conducir de clase 

B, así como sus elementos accesorios, siendo responsable de su buen uso, limpieza y 

mantenimiento. 

– Riegos automatizados.”,  

 

correspondiendo al auxiliar jardinero las siguientes funciones: 
 
- “Desfonde, cavado y escarda del terreno a mano. 

– Manipulación de tierras y abonos sin realizar preparaciones. 

– Transporte, carga y descarga de planta o cualquier otro género. 

– Riegos en general. 

– Limpieza de jardines (zonas verdes, pavimentos, papeleras, instalaciones de agua, 

etc.). 

– Siega del césped. 

– Recogida de elementos vegetales (ramas, hojas, césped, etc.). 

– Conduce los distintos tipos de transporte interno como dúmpers y análogos. 

– Cumplimentar todas aquellas instrucciones manuales respecto a sus funciones que 

reciban de sus superiores o trabajadores/as de categoría superior.” 

 

 Pero es que además el recurso confunde el objeto del contrato, perfectamente 
definido a juicio de este Tribunal en el apartado 1.2 del Pliego de Prescripciones Técnicas y 
Clausula I del Anexo I del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares con la clausula 2.9.2  
del Pliego de Prescripciones Técnicas relativa a la “Limpieza integral de espacios verdes 
definidos” en la que se hace mención a la limpieza de áreas caninas y el transporte a 
vertedero, cuestión solventada por el informe de los Servicios Técnicos del Área de 
Mantenimiento al señalar que “En el caso de las zonas verdes “definidas” (parques y recintos 

cerrados) que se relacionan en el PPT, la limpieza y recogida de residuos se amplía a toda la 

superficie del recinto, incluidas las zonas de estancia y paseo, salvo los elementos que son 

gestionados por otros servicios municipales (áreas de juegos infantiles, fuentes), que son 

atendidos a través de otros contratos de prestación de servicios. En el caso del contrato de 

limpieza viaria que atiende la ciudad no hay solape en la prestación del servicio de limpieza de 

pavimentos y recogida de papeleras puesto que estos recintos no forman parte de su planilla 

de prestación (Carmen de los Mártires, Cuarto Real de Santo Domingo, Palacios de Quinta 
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Alegre, etc.). Por tanto, efectivamente hay otros pliegos que recogen actuaciones similares 

pero queda perfectamente definidas las competencias propias y los espacios que en cada caso 

son gestionados.” 

 

 No se trata, por tanto de incumplimiento de convenio, sino que como señala la 
Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Valencia de 12 de marzo de 2019, el convenio 
tiene efectos vinculantes en cuanto a la fijación del precio ya “que el titular del servicio público 

no puede prescindir, sin más, de las estipulaciones contenidas en el documento laboral básico 

que fija la remuneración, condiciones de trabajo  y otras características que deben ostentar los 

contratos de trabajo que las empresas que desarrollen su actividad en el ámbito de…pacten 

con sus empleados” pero no en cuanto a la delimitación del objeto del contrato que no tiene 
porqué ser coincidente en todo con el Convenio Colectivo y lo cierto es que el precio, que es el 
miso que el contrato anterior no impugnado en cuanto a su objeto o en cuanto a teóricas 
violaciones del Convenio, no ha sido objeto de impugnación. 

 
Por lo tanto el motivo debe ser desestimado. 
 
 3.- Por lo que a la subrogación comporta, señalar de acuerdo con los informes de la 

Junta Consultiva de Contratación del Estado 33/2002, 126/2018, 12/2019, 35/2019 o 65/2019 
así como al informe de la Abogacía del Estado 8/2019 que en algunas se contiene, que “el 

tenor literal del artículo 130 conduce a esta conclusión y que se trata de una regla de mínimos 

que exige que obligatoriamente se aporten los datos relativos a los extremos enumerados, sin 

perjuicio de la posibilidad de que otra parte de la información que deba suministrarse esté 

constituida por otros datos a condición de que los mismos sean necesarios para evaluar los 

costes laborales. Añade que “Así lo confirma la significación gramatical y lógica de la locución 

“en todo caso” que emplea el artículo 130.1 de la LCSP y el hecho de que este precepto legal se 

refiere a datos que permitan “una exacta evaluación de los costes laborales”, por lo que 

cualquier otro dato distinto de los enumerados en dicho precepto legal cuyo conocimiento 

resulte necesario para permitir esa exacta evaluación ha de entenderse comprendido en la 

obligación de que se trata.” Por tanto, la enumeración legal constituye un numerus apertus y 

los licitadores tienen derecho a solicitar información sobre otros aspectos necesarios para 

evaluar los costes laborales derivados de la subrogación.” 

 

Se trata además de una obligación de carácter formal en la medida en que el artículo 
130 LCSP únicamente le obliga a requerir al contratista anterior una serie de datos y una vez 
proporcionada, facilitarla a los licitadores sin que queda atribuir obligación de fiscalización de 
tales datos o incluso si la obligación de subrogación alcanza o no a todos los trabajadores, de 
forma que, en la medida de la explicación facilitada por los Servicios Técnicos del Área de 
Mantenimiento en el informe que facilita la dirección General de Contratación, no solo es que 
los datos publicados sobre la plantilla del personal subrogado se ajustan a lo indicado en el art. 
130 LCSP.”, sino que ”además de los indicado anteriormente (punto III), sobre la relación del 

personal que aparece en los listados de subrogación y los datos que contienen, es 

responsabilidad del empresario la veracidad de los mismos, de hecho viene sellado y firmado 

por ellos sin realizar anotación o modificación por nuestra parte, entendiendo que en el 

proceso de subrogación entre empresas corresponde formalizar individualmente el traspaso de 

la plantilla, ajustados a derecho. Por nuestra parte no conocemos las condiciones contractuales 

del personal que se relaciona y si corresponde o no dicha subrogación.“  Aparte de lo anterior, 
las afirmaciones vertidas por la Dirección General de Contratación con base en las resoluciones 
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que aporta (Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Navarra, en su acuerdo 
113/2021, de 23 de noviembre y las que en la misma se contienen), son suficientemente 
expresivas de la adecuación a la legalidad de la relación de personal suministrada por la 
Empresa actualmente adjudicataria. 

 
Tampoco las previsiones relativas a la jornada de trabajo que el convenio fija en su 

artículo 16 en 1.700 horas sin especificación del tiempo que afirma el Sindicato (7.30 a 14.30) o 
la previsión de entrega de trajes y botas de agua, ya que ni el convenio fija que no se trabaja 
cuando llueve ni estos equipos se usan exclusivamente en días de lluvia sino cuando las 
condiciones climatológicas y de suelo lo demanden para un efectivo cumplimiento del objeto 
del contrato. 

 
Por lo tanto el motivo debe igualmente desestimarse. 
 
4.- El recurso alega igualmente vulneraciones en cuanto a la ley de Prevención de 

Riesgos Laborales ya que según el Sindicato, el pliego afirma que “…vulneran los derechos de 

los trabajadores. Entendemos que los medios de seguridad mencionados, arnés de seguridad y 

línea de vida, no deben quedar al arbitrio del encargado de los tajos, como señalan los pliegos, 

sino que se deben utilizar siempre que se acceda a zonas en desnivel o con riesgo de caída. En 

este sentido, la normativa en prevención de riesgos al respecto es abundante, destacando entre 

ellas la Ley 31/1995 de Prevención de Riesgos Laborales, y la normativa EN795:2022 y la NPT 

1108.”. 

 

Por su parte, los Servicios Técnicos del Área de Mantenimiento afirman que “la 

normativa específica en prevención de riesgos asociados a los trabajos que definen los 

programas de labores y los medios necesarios para el desarrollo de los mismos (maquinaria, 

herramientas, vehículos, ... ), vienen descritos en el Anejo nº 9 Estudio de Seguridad y Salud 

como documento de acción preventiva, el cual es revisado y controlado por la coordinación de 

seguridad y salud en el desarrollo del contrato, pudiendo ser ampliado, modificado o ajustado 

a lo largo de la duración del contrato, si así se considerara necesario para cumplir con el 

objetivo de la prevención del riesgo, utilizando en cada caso los equipos y medidas de 

protección y seguridad que sean precisas”. 

 
A juicio del Sindicato, existe vulneración clara de la normativa de prevención de riesgos 

laborales en cuanto deja a criterio del encargado la consideración de cuando hacen falta las 
líneas de vida. Sin embargo, la vigilancia de la prevención de riesgos laborales la asigna a la 
empresa el artículo 43 del Convenio colectivo al establecer que “las empresas están obligadas 

a evaluar los riesgos y adoptar todas las medidas necesarias para evitarlos y cuando esto no 

sea posible, a proporcionar todos los medios de protección eficaces, como: señales, vallas, 

prendas reflectantes, ropa y calzado de seguridad, etc.”. 

 

Aún cuando estamos ante otro supuesto de mera legalidad ordinaria, la importancia del 
argumento sí que merece una reflexión. Predeterminar una previsible contravención 
normativa en la simple acreditación de un futurible no puede sostenerse como argumento, ya 
que se debe partir de la asignación a la empresa de estas cuestiones, la cual deberá hacerla en 
relación con el coordinador de seguridad y el responsable del contrato, de modo que el 
argumento debe ser desestimado. 

 
5.- Finalmente, resta analizar la crítica relativa a la formación. Adelantamos ya un 

resultado negativo por cuanto las razones aducidas por los Servicios Técnicos del Área de 
Mantenimiento son suficientemente aclaratorios al señalar en este aspecto que “El objetivo de 

lo descrito en el PPT es potenciar y valorar positivamente la formación del personal para 
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mejorar su capacitación y desarrollo de las funciones propias objeto de la prestación del 

servicio y desarrollada en los distintos programas de labores. Como se describe hay que tener 

en cuenta que esta formación no obliga a los trabajadores/as sino que es la libre elección 

individual el inscribirse o no a las acciones formativas de los planes que desarrolla la empresa. 

Es por ello que se incluye en los criterios de valoración que se aporte las materias relacionadas 

con el objeto del contrato en las que versará su propuesta formativa (para identificar su 

idoneidad), y el tiempo que se dedicará a ello por miembro de la plantilla (valorando 

positivamente el cómputo ofertado), y dado que es opcional para el trabajador/a se tiene en 

cuenta la media entre los miembros, para que en el caso que alguien no desee participar sea 

aprovechado por otras personas que consideren ampliar su cuota individual.  

 

En este plan no se valora ningún tipo de formación obligatoria porque como su nombre 

indica no es opcional su impartición, obviamente, si así es considerada para el desarrollo de 

una función determinada.” 

 

Por todo lo anterior, este Tribunal RESUELVE: 
 
 1.- Desestimar el recurso presentado por  Dª SILVIA SEVILLANO TRIPERO, Letrada, en 

nombre y representación de CONFEDERACIÓN SINDICAL DE COMISIONES OBRERAS contra el 
anuncio de licitación y los pliegos aprobados por acuerdo adoptado por la Junta de Gobierno 
Local en Sesión de 25 de octubre de 2024, acuerdo número 1169 por el que se prestaba 
aprobación a  los pliegos del expediente relativo al procedimiento abierto para adjudicar el 
contrato de servicios de conservación de los espacios verdes y arbolado urbano del municipio 
de Granada (2 Lotes) y se disponía la apertura procedimiento de adjudicación 

 
2.- Levantar la suspensión que opera sobre el expediente.- 
 
3.- No apreciar la existencia de temeridad o mala fe en la presentación del recurso. 
 
Notifíquese la presente resolución a las partes interesadas.- 
 
Esta resolución es definitiva en vía administrativa y contra la misma solo cabrá la 

interposición de recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, en el plazo de dos meses a 
contar desde el día siguiente a la recepción de su notificación, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 10.1 letra k) y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de 
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 

 
Granada a fecha de firma electrónica 

EL VICESECRETARIO GENERAL DEL AYUNTAMIENTO Y TITULAR DEL TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE CONTRATOS PÚBLICOS DEL EXCMO. AYUNTAMIENTO DE GRANADA, 

 
Fdo. Gustavo García-Villanova Zurita 

(Fdo. electrónicamente) 
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